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1981 
4 de febrero: El Rey defiende 
en Guernica la democracia y 
las instituciones tradicionales 
vascas en respuesta a la 
actitud de boicoteo de los 
representantes de HB a su 
discurso de reconocimiento y 
libertades vascas. 

23 de febrero: intento de golpe de Estado 
encabezado por eí teniente coronel de la 
Guardia Civil Antonio Tejero con el asalto del 
Congreso por un grupo de guardias civiles 
durante la votación de la investidura de 
Calvo Sotelo. El respaldo del Rey a las 
instituciones democráticas contribuye al 
rápido fracaso de la intentona involucionista. 

1982 
20 de mayo: el Rey recibe en 
Aquisgrán el premio Carlomagno, el 
más importante galardón a la labor en 
pro de la unidad europea. 
26 de noviembre: el Rey propone a 
Felipe González como candidato a la 
Presidencia del Gobierno tras el triunfo 
electoral del PSOE el 28 de octubre. 

Ami entender, lo más importante de la ac-tual monarquía espa-ñola no son las reglas protocolarias y suce-sorias del Título II de la Constitución, sino dos aspec-tos de la política de estos 25 años que aparecen poco o nada en el texto constitucional. El pri-mero es la facilidad con que una monarquía configurada por Franco para sucederle, a él y a su régimen dictatorial, se convir-tió sin traumas en una monar-quía parlamentaria, perfecta-mente equiparable a las moder-nas monarquías parlamentarias de Escandinavia. El segundo es el acuerdo histórico, no escrito ni proclamado, entre la monar-quía y la izquierda política. Am-bos aspectos están íntimamente vinculados entre sí. 
El primero de estos dos asun-tos tiene una interesante histo-ria. Después de la espantosa gue-rra civil, la derrota de los republi-canos y la implantación de un violento régimen dictatorial en España, el general Franco im-plantó varias leyes que se llama-ron orgánicas. Una de ellas, la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado, de 1947, decía en su artículo 1 que "España, como unidad política, es un Estado ca-tólico, social y representativo que, de acuerdo con su tradición, se declara constituido en Reino". El artículo 2 de la misma ley se apresuraba a decir, sin embargo, que el jefe del Estado no era un rey, sino el Generalísimo Franco. Y en los artículos sucesivos se regulaba la plena restauración monárquica, en caso de falleci-miento o incapacidad del propio Franco. Mientras Franco viviese era, pues, un reino sin rey, una monarquía sin monarca. 
Veinte años después, en 1967, se aprobó la Ley Orgánica del Es-tado en la que se intentaba, sin mucho éxito como se vio des-pués, cambiar algunas cosas para mantener en pie la estructura del régimen dictatorial y se intentaba ya regularizar el camino de una posible sucesión. De acuerdo con ello, el 22 de julio de 1969 Franco designó a don Juan Carlos de Borbón como sucesor en la Jefa-tura del Estado a título de Rey Pero mientras tanto, el régimen franquista seguía siendo un reino sin rey, una monarquía sin monar-ca y así se mantuvo hasta la muer-te del dictador y el nombramien-to de don Juan Carlos como Rey. 
Con la muerte de Franco el franquismo se desmoronó. Las fuerzas clandestinas perseguidas por el franquismo aparecieron de golpe a la luz pública, dispuestas a cambiar el régimen y a abrir la puerta a la democracia. Los nú-cleos franquistas propiamente di-chos se dividieron. Algunos pen-saron que con la ayuda de las Fuerzas Armadas iban a mante-ner el viejo timón en sus manos, pero la sociedad española ya no era exactamente la de los años cuarenta y cincuenta. Y el Rey y sus asesores comprendieron que el franquismo institucional había terminado y que sólo abriéndose a toda la sociedad y a todas las fuerzas políticas, incluyendo natu-ralmente a las clandestinas o se-miclandestinas, podrían asegurar la estabilidad de un nuevo régi-men auténticamente monárqui-

La monarquía y la izquierda 
JORDI SOLE TURA 

Hubo un acuerdo histórico, no escrito, en virtud del cual la izquierda aceptaba la monarquía si ésta traía la libertad y los derechos que aquélla sólo había podido implantar tras derribar a monarcas y proclamar la república 
co, capaz de asegurar la plenitud de las libertades públicas en una Europa que iba a abrir todas sus puertas a la España recuperada y liberada. Ahí estaban Gran Breta-ña, Suecia, Dinamarca, Norue-ga, Holanda y Bélgica para de-mostrar que esto era posible y, viceversa, que todo intento de vol-ver al pasado significaría la mar-ginación y el retroceso de España 

en Europa. De ahí la facihdad con que se aceptó el modelo eu-ropeo de la monarquía parlamen-taria, en la que el Rey —o la Rei-na, en sil caso— reina pero no gobierna. 
Y aquí es donde entra en jue-go el segundo aspecto señalado más arriba: el acuerdo implícito entre la nueva monarquía y ima izquierda política y social que ha-

bía sufrido mucho bajo el fran-quismo y que entraba en escena con una fuerte tradición republi-cana y un rechazo histórico de la monarquía. Tenía muchas razo-nes para ello, viniendo como ve-nía de un siglo XlX y un siglo XX tan espantosos en el que la monarquía española había recu-rrido una y otra vez a irnos milita-res derrotados en Cuba y Filipi-nas para perseguir a los trabaja-dores, había accedido a un pri-mer ensayo de dictadura con el general Primo de Rivera y final-mente parecía haber aceptado el paraguas del franquismo para so-brevivir. Socialistas y comunistas entraban, pues, en la escena con sus estandartes republicanos des-plegados mientras el futuro nue-vo monarca parecía manejado por un Franco que queria hacer de él el continuador de su dictadu-ra. 
Sin embargo, pronto se plan-teó en el seno de la izquierda, sobre todo en el seno de los socia-listas y los comunistas, el proble-ma fundamental: ¿cuál era real-mente la línea divisoria funda-mental en las condiciones socia-les, económicas y políticas de aquel momento? ¿La confronta-ción entre monarquía y repúbh-ca? ¿O la confrontación entre dic-tadura y democracia? 

Este y no otro fue el gran debate en el seno de las dos principales formacio-nes de la izquierda, los so-cialistas y los comunistas, un de-bate largo y profundo en el que los principales dirigentes —un Felipe González, un Santiago Carrillo, y otros— condujeron a unos partidos esencialmente re-publicanos hacia un acuerdo con la nueva monarquía, si ésta aceptaba las condiciones bási-cas de una monarquía parlamen-taria. Estas condiciones se po-dían resumir de la siguiente ma-nera: aceptaremos la monar-quía si con ella podemos obte-ner los derechos y las libertades que a lo largo de la historia sólo podíamos alcanzar derribando a la monarquía y proclamando la república. 
Éste fue el envite y éste fue el pacto no escrito ni proclamado. Cuando, como ponente de la Constitución, pude escribir con mis otros colegas textos como el apartado 3 del artículo 1 ("La forma política del Estado espa-ñol es la monarquía parlamenta-ria") y luego los diversos artícu-los que dejaban claro que el Rey iba a reinar pero no a gobernar, supe que el acuerdo no escrito ni explicitado había funcionado. La nueva monarquía se sentía consolidada y la izquierda conse-guía sin mayores traumas los de-rechos y las libertades por las que tanto había luchado. Y cuan-do, unos años más tarde, el PSOE ganó las elecciones de 1982 por mayoría absoluta y por primera vez en la historia de Es-paña un partido de izquierda, un partido socialista, gobernaba en solitario en un Estado monárqui-co entendí que nuestra democra-cia había salido adelante y ya no estaba amenazada como lo había estado tantas veces en el pasado. 

Los padres de la Constitución de 1978, en ei Congreso. De pie, de izquierda a dereclia: Gabriel Cisneros (AP); 
José Pedro Pérez Llorca (UCD); IVIiguei Herrero (UCD). Sentados: iVIiquei Roca (Convergència); Manuei Fraga 
(AP); Gregorio Peces-Bartja (PSOE), y Jordi Solé Tura por el Grupo Comunistas JORDI SOCIAS (COVER) 

Jordi Solé Tura es senador socialista y 
fue miembro de la ponencia que redac-
tó la Constitución. 


